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. consecuencias del contrato ineficaz.

------------------------------------------------------

. terminología.

      Decimos que un contrato es eficaz cuando produce los efectos jurídicos que le son propio conforme a la voluntad de las partes, y correlativamente, ser  ineficaz:


+ o cuando no produzca efectos.


+ o cuando los producidos sean incompletos o distintos a los buscados por los contratantes.

      Pero en realidad según nos hallemos ante un supuesto u otro también la calificación a dar ser  distinta, ya que:
      1) Cuando el negocio no produce efectos, mas que ineficacia lo que hay es INVALIDEZ y dentro de ella cabra distinguir:


a) La nulidad que se dar  cuando el contrato vaya contra un mandato o prohibición legal.


b) La Anulabilidad por un vicio o defecto en alguno de los elementos esenciales.


c) La Inexistencia. Categoría jurídica que aparece en la jurisprudencia francesa para evitar la rigurosa aplicación del aforismo "pas de nullite sans texte" que conducía a tener que declarar validas aquellas situaciones que no estando prohibidas en la ley eran sin embargo contrarias a la naturaleza de las cosas, como ocurría con el matrimonio entre personas de un mismo sexo.


De Castro dice que se mantiene la figura por su utilidad y los servicios que puede prestar, pero en rigor se reconduce a una nulidad radical y absoluta y como apunta González Palomino; "En derecho cuando no hay diferencia de efectos no hay diferencia.".


Sin embargo ello no es totalmente cierto pues la sentencia del TS de 12 de Junio de 1991 abre una puerta a la apreciación de esta tercera categoría de nulidad: Partiendo del Art. 1.307 que para los casos de nulidad en que no sea posible devolver la cosa prevé‚ que se restituya su valor incrementado con los intereses legales, dice que;


"Estas son las consecuencias de un contrato nulo, peor no son suficientes para restaurar el patrimonio de quien se vio privado de una cosa sin que hubiera pacto alguno.".


y confirmando la sentencia dictada por el juez "a quo" condena a devolver además de los intereses el valor de depreciación sufrido por el dinero según índice oficial, desde la fecha del contrato inexistente a la de firmeza de la sentencia.
      2) Cuando el negocio produce efectos incompletos o distintos a los buscados por los contratantes ya podemos decir que nos hallamos estrictamente ante la "ineficacia", dentro de la cual pueden encuadrarse como figuras:


a) La Rescisión, que es la privación de efectos a un acto valido pero cuya ejecución produciría o ha producido un perjuicio concreto a una de las partes o a un tercero.


b) La Resolución, que es la extinción de los efectos de un contrato con carácter retroactivo por el cumplimiento de una condición resolutoria propia.

c) La Revocación que es la conversión en ineficaz de un acto valido, operada por un cambio de voluntad de su propio autor mediante el ejercicio de una potestad que la ley le reconoce. Así la revocación de un poder o de un testamento.


d) La Caducidad o privación de efectos a un acto valido con base en el mero transcurso de un plazo fijado por la ley o por las partes. Así la caducidad del testamento otorgado en peligro de muerte.


e) La Denuncia o facultad de una o ambas partes en un contrato bilateral, para dejarlo sin efecto, con eficacia "ex nunc".


f) La Reducción o forma de ineficacia parcial consistente en la disminución cuantitativa de los efectos de un contrato, para evitar un resultado injusto o no querido por la ley.

      En todo caso no hay que olvidar que el C ci se aparta de la terminología aquí usada y con muy defectuosa redacción confunde todos los términos.

. ineficacia automática y provocada.

      Es automática cuando se da por la propia fuerza del ordenamiento jurídico. Ipso Iure. Nadie esta obligado por tanto a instar ante los tribunales la declaración de nulidad, la ineficacia se da desde el momento mismo en que el contrato ineficaz aparece. La acción para obtener la ineficacia automática es imprescriptible y tanto la acción como la sentencia a que da lugar son meramente declarativas.
      Es Provocada cuando el ordenamiento jurídico en vez de establecer una automática actuación de la sanción, lo que hace es atribuir a una persona o a varias, un poder jurídico de impugnación. Por ello el contrato es un contrato eficaz, pero con eficacia claudicante, por cuando que se encuentra pendiente del posible ejercicio del poder de impugnación. Por eso tanto la acción como la sentencia son constitutivas (y no declarativas como en el caso anterior) del estado de ineficacia.

. originaria y sobrevenida.

      Atendiendo no como en el caso anterior al mecanismo productor de la eficacia sino al momento temporal en que se produce.

      Es originaria cuando la sanción de ineficacia puede aplicarse desde el momento mismo en que el contrato ha sido celebrado.

      Es sobrevenida cuando la sanción comienza a aplicarse no en el momento de la celebración del contrato, sino a partir de un momento posterior y por un hecho sobrevenido.

. estructural y funcional.

      La estructural radica en la misma estructura del negocio jurídico.

      La funcional se produce cuando un contrato regularmente formado contribuye a obtener un resultado contrario a derecho.

. sanable e insanable.

      Sanable cuando un contrato originariamente ineficaz adquiere la cualidad de regular y eficaz por un hecho jurídico posterior.

      Insanable cuando la ineficacia tiene un carácter radical e irremediable.
      A groso modo decir que los medios de sanación de un contrato son la confirmación la conversión y la ratificación.

. absoluta y relativa.

      Absoluta cuando el contrato no produce ninguno de los efectos para nadie. La ineficacia en este caso alcanza tanto a las partes como a sus causahabientes como a terceros.

      Relativa; el contrato es eficaz para un grupo de persona e ineficaz para otros.

. total y parcial.

      * ámbito.

      Cuando alguna de las cláusulas de un contrato resulta nula, anulable o rescindible, o cuando en los negocios conexos o interdependientes alguno de ellos, resulta afectado por dichos motivos de ineficacia surge siempre el problema de tener que considerar nula o bien solo esa cláusula  o bien la totalidad de la relación contractual.
       Nótese que no incluimos dentro de los supuestos de ineficacia parcial tan solo a los casos en que una cláusula contractual esta viciada de nulidad, sino también aquellos otros que tal vicio lo es solo de anulabilidad (tal es el caso del que se ocupo la sentencia de 24 de Noviembre de 1983 en que se declara nulo un pacto modificando el precio por concurrir error) o de rescisión (pues respecto a esta ultima como dice la Sentencia de 17 de Abril de 1943; "la rescisión es a veces compatible con la subsistencia total o parcial del marco creado.").
       Este último supuesto, el de nulidad parcial por concurrir un motivo de rescisión, es el mas dudoso,  si bien por su admisión se pronuncian claramente Álvarez Vigaray y de Aymerich de Renteria (La rescisión por lesión en el Derecho civil español común y foral. Granada. 1989 p g. 113) al decir;


"Dada la tendencia o principio de política legislativa que puede denominarse de "conservación del contrato", la ley, en vez de imponer a todo trance que, mediante la acción de rescisión, como hace pensar su significado etimológico (de "rescindere"), se deshaga el contrato; al contrario, se conforma con solo restablecer el equilibrio contractual abonando la parte del precio por falta hasta alcanzar el juez precio (en el caso mas generalizado de lesión por parte del enajenante); o bien reduciendo la prestación excesiva a sus límites justos, mediante la devolución del exceso del precio (en la hipótesis no siempre admitida, de lesión por parte del adquirente).".

      * Derecho Comparado.

    En derecho comparado parecen las legislaciones converger hacia una misma solución; atender a la presunta voluntad de los contratantes. Sin embargo difieren en el punto de partida; para unas el total negocio ser  nulo salvo que se estime ser otra la voluntad de las partes y en cambio para un segundo grupo de normas el contrato subsistir  y la nulidad solo afectara a la cláusula viciada también mientras no se demuestre ser otra la voluntad contractual.
      Consideran que la nulidad de una cláusula afecta a la totalidad del negocio la legislación griega y el B.G.B alemán cuyo par grafo 139 dispone que; "Siendo nula una parte del negocio jurídico es nulo todo el negocio jurídico, a menos que resulte que ello no obstante se hubiera celebrado sin la parte nula.".
      Por contra consideran válido al negocio e ineficaz solo a la cláusula afectada el códigos suizo de obligaciones, austriaco, brasileño, italiano y portugués.
      * motivos para inadmitirla o aceptarla.

      En nuestro Derecho son numerosas las ocasiones en que concurriendo una cláusula nula el código se inclina por señalar expresamente su nulidad y la conservación del negocio jurídico (arts 641, 814, 1476, 1608 y otros muchos). Y ello podría hacernos pensar que una interpretación a sensu contrario justificaría declarar la total nulidad del negocio jurídico en todos los demás casos. 

      También podría llevarnos a concluir que la totalidad del negocio es nulo el Art. 1116 en cuya virtud las condiciones nulas anulan la obligación que de ellas depende, sin embargo De Castro refuta bien esta argumentación detallando que si bien el código napoleónico (en el que se basa, o del que se trascribe el español) dice que las condiciones ilícitas "anulan el contrato" el nuestro por el contrario detalla solo que "anularan la obligación que de ellas dependa" y dice (El Negocio jurídico Edit Cívitas p g. 493);


"Se hace así necesario el considerar la validez de cada uno de los pactos o cláusulas del contrato y ello con clara separación de la ilicitud de la causa del contrato en su totalidad (condición con significado causal concreto), que s la que anula el contrato (Art. 1.275). El Ts ha estimado que aunque una condición resulte imposible (al ser el plazo prácticamente imposible por corto), ello no opera la nulidad de todo lo estipulado pues "la imposibilidad del cumplimiento" no debe empecer el resto de lo pactado" (S 27 Mayo 1958).".

       Picazo entiende que la regla general es la nulidad parcial que aparece mas conforme con el articulo 1.258, pero requiere para que se de:


a) Que la irregularidad negocial no se refiera a la estructura total y unitaria del negocio, esto es: que pueda aislarse el mal en una de las partes del negocio.


b) Que amputada la parte insana el negocio continué poseyendo la aptitud para realizar su esencial función económico social y el propósito perseguido por las partes.

      En suma lo importante para dilucidar el problema ser  la voluntad de las partes, pues como dice el citado profesor; si las partes hubiesen celebrado el contrato sin la cláusula nula, el resto del contrato debe valer.

      La legislación de ámbito especial se pronuncia claramente por la nulidad parcial decretando la subsistencia del contrato y dejando sin efecto las cláusulas viciadas, pues lo contrario supondría dejar en manos de la parte mas fuerte la eficacia contractual y el cumplimiento de normas imperativas (piénsese en un contrato de arrendamiento rústico donde el arrendador haya establecido la cláusula de no existir prorroga o en otro de naturaleza urbana donde se haya previsto la revisión de la renta solamente al alza, pues bien en estos casos o nos inclinamos por la nulidad parcial o dejaremos en manos de una sola de las partes el solicitar ante los tribunales la nulidad contractual y por tanto la desaparición del total contrato, cuando le venga en gana). El supuesto mas frecuente es el contemplado en el Art. 10 4 de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

       * TS: Si, salvo ligazón de pactos o voluntad.

      Ya dentro del  ámbito jurisprudencial el Supremo ha admitido reiteradamente la nulidad parcial, así la sentencia de 30 de Marzo de 1950 dice:


"....que es perfectamente compatible en un mismo acto o negocio de pactos validos y pactos nulos, sin que la nulidad trascienda a la totalidad del negocio, como se comprueba en múltiples pasajes de nuestro derecho.".

       Criterio que es confirmados por las sentencias de 24 de Noviembre de 1983, 3 de Diciembre de 1984 o 22 de Abril de 1988 entre otras muchas.

       Y la de 10 de Octubre de 1977 afirma que:


"Dicha regla de la invalidez parcial es la que debe prevalecer en nuestro derecho, aun a falta de una norma jurídica positiva directa, toda vez que tal regla tiene su apoyo: 1) En la aplicación analógica, admitida por el Art. 4,1 del código Civil, de las numerosas normas concretas que imponen la validez parcial del negocio jurídico, a pesar de determinadas cláusulas o de parte de aquél....2) En el principio general del derecho sobre la conservación del negocio jurídico....3) En la jurisprudencia de esta Sala que ha aplicado en numerosos casos la regla de la invalidez parcial.".

      La de 17 de Marzo de 1997 (A 1978) se ocupo de un caso en que se solicitaba la nulidad de una donación de bienes gananciales, habiéndose formulado esta petición en procedimiento judicial donde solo el marido, y no la esposa, había sido demandado. El Ts, confirmando la sentencia de instancia, declaro que la nulidad solo podía entenderse referida a la mitad indivisa que, en los bienes donados correspondía al esposo codonante, pero no a la mitad indivisa de los mismos que correspondía a la esposa al no haber sido esta parte en el proceso.

     Sin embargo la nulidad parcial solo ser  posible apreciarla si los pactos nulos y los validos:


"...no están íntimamente vinculados ni en relación de recíproca dependencia.". (Sentencia de 17 de Mayo de 1958).

       No pudiéndose decretar si están íntimamente ligados de modo que esa ligazón constituya:


"....la entraña del negocio, que no permita disociar la intervención de las partes, ni conceder virtualidad a una sola de ellas, por ser causa de cada una la de la recíproca". (Sentencia de 29 de Enero de 1960).

       Y esta postura es también seguida por las sentencias de 30 de Abril de 1986 y 17 de octubre de 1987 en las que a la circunstancia de ser "separable" del total contrato la parte afectada de nulidad se añade como requisito para declarar su subsistencia en la parte afectada el que esa sea la voluntad (al menos presunta o presumible) de las partes, pues como dice la ya citada de 10 de Octubre de 1977;


"Además del criterio tradicional que distingue entre negocios de contenido unitario (indivisible) y plural (divisible), el factor decisivo para apreciar la invalidez parcial o la invalidez total se halla constituido por la voluntad presumible, conjetural o hipotética del autor o autores del negocio, habida cuenta de las circunstancias del caso, de la naturaleza de aquel y de las exigencias de la buena fe.".

       comentando esta decisión, Ana María López Frías (Clases de nulidad parcial del contrato en Derecho español. ADC , Julio Septiembre de 1990 p g. 863) expresa;


"La interpretación dirigida a determinar si el contrato parcialmente valido responde a la voluntad de sus actores tiene una coordenada temporal; ha de dirigirse al momento de la conclusión del negocio y no a aquel en que se alega la invalidez total o parcial del mismo, pues los beneficios que pueda suponer para cada parte la subsistencia o bien la nulidad modificaran, al plantearse el conflicto, los verdaderos intereses que motivaron la contratación privada.".

       Y planteándose el problema de si la ineficacia tendrá  lugar cuando ambas partes no hubieran  deseado el mantenimiento del contrato o bastaran con que tal voluntad concurriera en una sola de ellas, dice con plausible criterio que;


"A este mismo resultado (invalidez total) se llega si es uno solo de los interesados quien no habría querido la conservación parcial del contrato, siempre que no hubiera hecho surgir en su contraparte la confianza de que aquel habría sido celebrado incluso sin la parte nula, lo cual resulta de los imperativos de la buena fe contractual.".

. consecuencias del contrato ineficaz.

      Se encierra bajo la máxima "nullum effectum". sin embargo esta regla no expresa un fenómeno real sino una sanción del ordenamiento jurídico ya que no cabe desconocer que aun siendo el contrato absolutamente ineficaz puede haber producido mutaciones en la realidad física de su entorno, por ello mas exacto seria decir que el contrato nulo "no debe producir ningún efecto".

      ¿Como reacciona el ordenamiento ante la ineficacia del contrato.?.


a) Con la inexigibilidad de los efectos contractuales.


Si el contrato no ha desplegado efectos, ninguna de las partes puede pretenderlos.


b) Con la irrelevancia de los efectos contractuales.


Cuando los efectos se han producido, la ineficacia comporta el que dichos efectos no pueden ser protegidos ni amparados.


c) Con la desaparición de los efectos ya producidos. mediante el restablecimiento de la situación existente con anterioridad a la celebración del contrato ineficaz.


d) Mediante la excepcional consolidación de los efectos contractuales en dos casos:



1) Como sanción por la culpabilidad en la ineficacia.



2) Como medida de protección de intereses legítimos y sobre todo a los terceros que de buena fe han confiado en la eficacia del contrato. Por ejemplo el articulo 1295 del C Ci.

EXAMEN ESPECIAL DE LA NULIDAD, SUS CAUSAS Y EFECTOS.

. define.

      En la doctrina suele decirse que es nulo aquel contrato que a causa de un defecto no es apto para producir consecuencias jurídicas.

      Picazo dice de ella que es la :


"ineficacia estructural y automática". 
Es automática porque se produce ipso iure y sin necesidad de ejercitar acción alguna. Es estructural porque deriva de una irregularidad en la formación del contrato.

. causas.

El c ci no las cataloga y hay que citar :

1) Art. 6 p 3:


"Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derechos, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de contravención.".

      Respecto a la interpretación de este precepto indica la sentencia de 8 de Marzo de 1966 que no es precio que la validez de los actos contrarios a la ley sea ordenada de modo expreso y textual y sin que quepa pensar que toda disconformidad con una ley cualquiera o toda omisión al acto de que se trata haya siempre de llevar consigo la nulidad.


2) Art. 6 p 4;


"Los actos realizados al amparo del texto de una norma que persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico o contrario a ‚l se consideraran ejecutados en fraude de ley y no impedir n la debida aplicación de la norma que se hubiere tratado de eludir.".


El TS ha decretado la nulidad de contratos por fraude a la ley especialmente en materia de interpretación de disposiciones de carácter social (especialmente la legislación de arrendamientos en todos sus tipos) o bien como dice la sentencia de 22 de Noviembre de 1963 cuando se ha querido;

"sancionar un resultado francamente ilícito, notoriamente inmoral o socialmente dañoso.".


3) Falta de alguno de los requisitos del Art. 1261; consentimiento objeto o causa.


4) Traspasar los limites gen‚ricos de la autonomía de la voluntad detallados por el Art. 1255.


5) Falta de forma cuando la misma venga exigida como requisito constitutivo.


6) La falta absoluta de capacidad, ya lo sea de carácter natural o legal.

7) El error obstativo.


8) La falta de algún requisito administrativo de carácter previo.

Así la sentencia del TS de 23 de Noviembre de 1990 referida a un contrato sobre establecimiento de líneas aéreas concertado entre una entidad mercantil privada y la Comunidad Autónoma Extremeña sin la previa autorización Administrativa de Aviación Civil dice que:

"...la necesidad de la autorización administrativa no depende de la voluntad de las partes sino que viene impuesta legalmente por lo que el contrato celebrado sin esa autorización devendría nulo de pleno derecho conforme el Art. 6.3 del código Civil.".

. acción y legitimación.

      La acción de nulidad es puramente declarativa como también lo es la sentencia que la declara.

      Legitimado activamente lo esta cualquier persona que ostente un interés legitimo ( TS 20 de Noviembre de 1926 o 14 de Noviembre de 1977 entre otras muchas). Sin embargo este interés ha de probarse no bastando el que "no se concreta o precisa (TS 4 de Enero de 1957).

      No afecta a la legitimación activa que el demandante actúe contra sus propios actos (Sentencias de 5 de Marzo de 1966 y  de 14 de Marzo de 1974 entre otras muchas). Tal seria por ejemplo el caso (citado por De Castro. El Negocio jurídico Edt Civitas Pág. 479) de la simulación absoluta cuando el simulador ejercitara demanda de nulidad, y ello porque el principio de que nadie puede ir contra sus propios actos esta limitado por el hecho de que (como dice la Sentencia de 31 de Diciembre de 1931) "estos tienen que ser validos ante la ley.".

      La legitimación pasiva se dirige contra todos los que han sido partes en el contrato, existiendo entre ellos un litisconsorcio pasivo necesario. Puede además proponerse contra quien/ o quienes/ mantenga la validez del negocio y contra todo aquel a quien pueda afectar la declaración de nulidad (1 de Marzo de 1959, 8 de Abril de 1965 y otras muchas).
      Diciendo la sentencia de 16 de Febrero de 1967 que:


"El litis consorcio pasivo se revela como necesario e incluso apreciable de oficio por los Tribunales, por la razón trascendente al interés público de que sean llamados a juicio cuantos puedan quedar afectados por lo que se resuelva.".

Sin embargo, TS 25 de Junio de 1976;


"....es innecesario traer al pleito a aquellas personas que, aun estando implicadas en la relación jurídica material, han demostrado de manera formal y fehaciente su aquiescencia a determinados reconocimientos que de ellos pretendían, aunque tal aquiescencia hubiera sido prestada antes y fuera del proceso en un acto de conciliación celebrado con avenencia( S de 25-2-1966, confirmada por la de 28-12-1973).".

. apreciación de oficio.

      El TS tiene declarado (29 de Marzo de 1932 y de 29 de Octubre de 1949 27 de Octubre de 1956, 1 de Diciembre de 1964 y 5 de Marzo de 1966)  que los tribunales pueden apreciar de oficio la nulidad.

      Sin embargo a esta conclusión se ha tenido que llegar obviando la aplicación del articulo 359 de la Ley de Enjuiciamiento civil, que establece el principio de congruencia en las sentencias "con las demandas y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito...." debiendo decidir "todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate.". Y si por otro lado rige en el  ámbito civil el principio de justicia rogada, la apreciación de la nulidad puede fácilmente entenderse que tiene que ser alegada por las partes, criterio este que como hemos señalado ha sido dejado de lado por la jurisprudencia.
      Además resulta debido el problema relativo a la amplitud de esta posible apreciación de oficio y Puig Brutau llega a opinar que la apreciación de oficio ha de considerarse excepcional. Y también la sentencia de 30 de Diciembre de 1993 pone limitaciones:

"Esa nulidad absoluta o radical para que pueda ser calificada y declarada "ex officio" es preciso que sea lo suficientemente clara y patente para que el Tribunal pueda apreciarla, as¡ por ejemplo cuando aparezca con relieve la carencia de cualquiera de los elementos integrantes del contrato establecidos en el Art. 1261 del código Civil o los pactos sean manifiestamente contraria a la Ley, a la moral o las buenas costumbres o recaiga sobre objeto "extra comercium", pero no cuando la supuesta nulidad estriba en la falta de suficiente representación de los intervinientes en el negocio jurídico por cuenta, como en este caso, de la parte vendedora-demandada, pues como dice la S 3-1-1947, si bien la inexistencia o nulidad absoluta del contrato obra de pleno derecho y sin necesidad de declaración judicial, por no producir efecto alguno, tal doctrina no siempre puede admitirse como exacta, pues al crear todo negocio jurídico una apariencia de validez, se hace indispensable destruir tal apariencia si constituye obstáculo para el ejercicio de un derecho (SS 29-3-31932, 27-5-1949, 29-10-1949, 16-3-1959, 6-5-1961).".
      Este criterio restrictivo es confirmado por la sentencia de 15 de Diciembre de 1993, conforme a la cual:


"...si bien las Sentencias 29-3-1932, 15-1-1949, 20-10-49, 28-4-1963 y otras admite la posibilidad de una declaración de oficio de la nulidad para evitar que los fallos de los Tribunales, por el silencia de las partes, puedan amparar hechos torpes o constitutivos de delito, también es cierto que ello solo tiene justificación ante actos nulos de plenos derechos (Art. 6.3 C ci) pero no ante negocios no afectos de vacío o no infractores de un precepto claro y terminante (SS 11-3-1965, y 22-3-65), y muchos menos respecto de actos y negocios cuya apariencia jurídica correcta merezca el debido respeto mientras no se impugnen en forma o eficazmente, dando as¡ oportunidad a la otra parte para su defensa (SS 31-12-1949, 15-10-1957 y 16-5-1970).".
. plazo.

      La acción para pedir la nulidad es imprescriptible (TS 8 de Julio de 1948, 20 Octubre de 1954 y 21 de Octubre de 1958). Sin embargo este carácter de imprescriptibilidad hay que entenderlo respecto a la declaración de nulidad pero no en cuanto a la restitución de las cosas que puede verse afectada por el transcurso de un lapso de tiempo necesario para ganar su propiedad por medio de la prescripción.
       Opinión esta sostenida por la practica totalidad de los autores (Puig Brutau, Pérez y Alguer, Espín etc.) pues evidentemente la prescripción extraordinaria no requiere la existencia de titulo valido en el poseedor y por tanto ser  aplicable aunque con posterioridad al momento en que se produjo siga siendo posible ejercer la acción de nulidad, que estimada por los tribunales no surtiría efecto en cuanto a la cosa prescrita, debiéndose esta sustituir por aplicación analógica del Art. 1307 por su equivalente económico en el momento en que se perdió (y no hay duda que se perdió para quien reclama la nulidad del contrato en el momento en que se adquirió su propiedad por usucapión extraordinaria ).
. efectos.

Art. 1303 : 


"Declarada la nulidad de una obligación los contratantes deben restituirse recíprocamente las cosas que hubiesen sido materia del contrato, con sus frutos, y el precio con los intereses, salvo lo que se dispone en los artículos siguientes ".

Y dice Puig Brutau  9 Fundamentos II-1 p g. 313 que : 


"Entre las disposiciones que se refieren concretamente a los efectos de la nulidad, el código no menciona la buena o mala fe del que ha de hacer la restitución. A pesar de ello opina Delgado que esta buena o mala fe del poseedor obligado a restituir ha de tenerse en cuenta, a los efectos de los artículos 451 y 455 del código.".

Art. 1304 : 


"Cuando la nulidad proceda de la incapacidad de uno de los contratantes, no está  obligado el incapaz a restituir sino en cuento se enriqueció con la cosa o precio que recibiera.".

Pero el enriquecimiento no se produce simplemente porque el incapaz reciba una contraprestación económica, pues siendo incapaz es notorio que esta puede no repercutir en su favor, o sea no contribuir a su enriquecimiento. Es particularmente clara la sentencia de 15 de Febrero de 1952 : 


".... el concepto de ese enriquecimiento no está constituido por un aumento de fortuna con el empleo que se da al precio percibido por el incapaz, según doctrina de la Sentencia de 15 de Junio de 1918, sino por el ingreso de una cantidad de dinero objeto en su patrimonio de un modo real y efectivo, y por ello no bastan según constante jurisprudencia que ese valor haya sido entregado al incapaz porque éste por su defecto mental o su vicio ha podido dilapidarlo o destruirlo sin provecho para él....".
Es discutible a que incapacidad se refiere el precepto; claro esta que incluye a los menores y a los incapacitados judicialmente. Es dudoso que lo sean los pródigos aunque nosotros nos inclinamos en sentido negativo, pues ningún sentido tiene proteger especialmente a quien observa una conducta incorrecta. No son incapacitados a estos efectos los quebrados. Y por fin, según Delgado, acaso también están protegidos por el precepto quienes a pesar de carecer de aptitud para entender y querer no estén incapacitados judicialmente.
Art. 1305 : 


"Cuando la nulidad provenga de ser ilícita la causa u objeto del contrato, si el hecho constituye un delito o falta común a ambos contratantes, carecer n de toda acción entre si, y se proceder  contra ellos, dándose, además a las cosas o precio que hubiesen sido materia del contrato, la aplicación prevenida en el código penal respecto a los efectos o instrumentos del delito o falta.

Esta disposición es aplicable al caso en que solo hubiere delito o falta de parte de uno de los contratantes; pero el no culpado podrá  reclamar lo que hubiese dado, y no estar  obligado a cumplir lo que hubiera prometido.".

Art. 1306 : 


"Si el hecho en que consiste la causa torpe no constituyere delito ni falta, se observarán las reglas siguientes :


1) Cuando la culpa esté de parte de ambos contratantes, ninguno de ellos podrá  repetir lo que hubiera dado a virtud del contrato, ni reclamar el cumplimiento de lo que el otro hubiese ofrecido.


2) Cuando esté‚ de parte de un solo contratante, no podrá  éste repetir lo que hubiese dado a virtud del contrato, ni pedir el cumplimiento de lo que se le hubiera ofrecido. El otro, que fuera extraño a la causa torpe, podrá  reclamar lo que hubiera dado, sin obligación de cumplir lo que hubiera ofrecido.".

Art. 1307 : 


"Siempre que el obligado por la declaración de nulidad a la devolución de la cosa, no pueda devolverla por haberse perdido, deber  restituir los frutos percibidos y el valor que tenia la cosa cuando se perdió con los intereses desde la misma fecha.".

Art. 1308 : 


"Mientras uno de los contratantes no realice la devolución de aquello a que en virtud de la declaración de nulidad esté obligado, no puede el otro ser compelido a cumplir por su parte lo que le incumba.".

      Estos dos últimos preceptos hay que ponerlos en relación con el 1314 que se estudia al tratar de la confirmación.

Detallemos ahora algunos problemas específicos.

. efectos de la declaración de nulidad de un contrato sobre otros posteriores que tiene en el su origen.

      La nulidad del contrato arrastrara la nulidad de los subcontratos que en él tenían su origen cuando su cumplimiento por si solo no satisfaga la finalidad perseguida por las partes y ello aunque los elementos personales del subcontrato hubieran actuado con buena fe ignorando la existencia del vicio que ocasionaba la nulidad del contrato principal.

      E igualmente comporta la nulidad de los contratos posteriores que en aquel tenga su origen, este caso se contemplo en la sentencia del TS de 22 de Junio de 1993:


1º) El 13-3-1987 "A" adquirió en subasta judicial realizada por una Magistratura de trabajo una maquinaria.


2º) "A" vendió poco después la m quina a "B".


3º) en 14 de Mayo de 1987 "B" volvió a revender la máquina, esta vez a "C".


4º) El 4 de Junio de 1987 la magistratura de Trabajo declaro nula la subasta inicial.


5º) El 8 de Enero de 1988 el Juzgado nº 1 de Valencia declaro nula la venda de "A" a "B".


6º) El 13 de Mayo de 1989 el Juzgado nº 4 de Valencia declaro nula la venta de "B" a "C".

      Esta ultima sentencia fue recurrida en apelación y después en casación admitiendo el TS la nulidad de la venta realizada por "B" a "C" al haberse declarado también nulas las ventas en cuya virtud "B" adquirió el inmueble y declara que "es evidente que las mismas razones que condujeron a la declaración de nulidad del contrato celebrado entre el señor "A" y "B" concurren aun mas acentuadamente por haberse declarado la nulidad de este, en el concertado después (el 14 mayo siguiente) entre "B" y "C" cuya declaración de nulidad es objeto del actual proceso.
      La citada decisión jurisprudencial, tan evidentemente atentatoria contra los derechos de los terceros adquirentes de buena fe, niega además la prescripción instantánea de estos en virtud de lo dispuesto en el Art. 85 del código de Comercio "pues no basta afirmar que la vendedora se dedica a la venta de vehículos en establecimiento abierto al publico, sino que es imprescindible acreditar que la operación se realizo en dicho establecimiento.". y por otro lado limite la posibilidad de estimar esta prescripción instantánea cuando quien la lega es el vendedor y no el comprador (La sentencia había sido recurrida por "B" pero no por "C".).
      Mas tarde esta misma línea se ha visto confirmada por la sentencia, también del TS de 24 de Octubre de 1994: Una finca, propiedad de "A", fue embargada por la Recaudación de Hacienda en base a débitos de la seguridad social, realizada la subasta, el inmueble fue adjudicado a "B" quien lo inscribió a su nombre en el registro de la propiedad. Los herederos de "A" iniciaron procedimiento solicitando se declarase la nulidad del procedimiento de apremio (por falta de notificación al deudor), la nulidad de la adjudicación y de los asientos registrales en favor de "B" y la restitución del inmueble, a lo que accedió la sentencia (aunque obligando a reintegrar a los rematante, o sea a "B", el precio del remate), declarando:


"El punto nodular sobre el que descansa el tratamiento casacional que haya de darse a este motivo y a los dos que le siguen es el atinente a determinar si los recurrentes, en relación con la adquisición de la finca litigiosa a través de la subasta celebrada en el ya referido procedimiento administrativo de apremio y luego declarada nula (dicha subasta) por la aludida sentencia de la Sala Tercera de este alto Tribunal, tiene o no la condición de terceros hipotecarios protegidos pro la fe publica registra".... habiendo determinado la jurisprudencia...."Que el acto adquisitivo del tercero ha de ser necesariamente valido. As¡ la sentencia de 23 de Mayo de 1989 declara que "la cualidad de tercero hipotecario, como puntualizo la sentencia de esta propia Sala de 18 marzo 1987, no la origina el acto o negocio jurídico determinante de la adquisición de un derecho al que no es ajeno o extraño el que inscribe con base en tal acto o negocio jurídico su derecho en el Registro de la propiedad, pues si el acto adquisitivo del tercero es inexistente, nulo o anulable, la fe pública registral no desempeñará la menor función convalidante o sanatoria, ya que únicamente asegura la adquisición del tercero protegido en cuanto la misma se apoye en el contenido jurídico del Registro, que para dicho tercero se reputa exacto y verdadero; pero dicho principio no consolida en lo demás el acto adquisitivo, en el sentido de convalidarlo sanándolo de los vicios de nulidad de que adolezca"; asimismo, la sentencia de 17 Octubre 1989 proclama que "para que el Art. 34 sea aplicable deber ser valido el acto adquisitivo del tercero protegido. si fuera nulo, se aplicaría el articulo 33 de la propia Ley Hipotecaria, y la declaración de nulidad afectaría al adquirente como parte que es en el acto inválido. El artículo 34 solo protege frente a la nulidad del acto adquisitivo anterior, no del propio. El articulo 34 es una excepción al anterior artículo 33, tal como resulta de su propia finalidad.".

      Y como única medida de salvaguardia de los derechos del adquirente declara todo lo anterior;


"....sin perjuicio, como es obvio, de que si los rematantes, aquí recurrentes, se consideran perjudicados por la anulación de la subasta y, por ende, de la adquisición aparentemente realizada a través de la misma, puedan ejercitar las acciones que sean procedentes contra el órgano administrativo que, al tramitar negligentemente el procedimiento de apremio, fue el determinante de la referida nulidad de actuaciones, en reclamación de los perjuicios que consideren han sufrido por ello.".
      La de 20 de Octubre de 1994 viene referida a un supuesto en que se realizaron diversas ventas, viéndose la primera de ellas afectada por la retroacción de la quiebra del transmitente; el TS declaro que las posteriores ventas no quedaban protegidas por el Art. 34 de la L.H y que la nulidad de las primeras comportaba la de las restantes y dice:

"...es de observar, con la Sentencia de esta Sala de 23 Mayo 1989, sin duda inspirada en el aforismo y principio de derecho "resolutio jure dantis, resolvitur ius concessum" que el contenido registral por el que entre en juego la protección del artículo 34 no deriva del asiento por el que el adquirente constata su derecho, sino de los asientos que le anteceden, siendo estos los que pregonan en su caso con presunción "iuris et de iure" que el registro es exacto e integro cualquiera que sea la realidad extraregistral, consecuencia no originada en esta litis por lo expuesto, y por la tajante norma del articulo 878, párrafo 2 del código de Comercio que afecta de nulidad por si sola a todas las ventas discutidas. De esta doctrina se deduce el vicio adquisitivo de las ahora recurrentes, apoyadas en la venta de la entidad quebrada a la denominada "Zaraor S.A.", cuyo vicio de origen no se subsana en las posteriores sino que se arrastra y las vicia igualmente....".

. ¿puede producir algún efecto la nulidad.?.

      Evidentemente como tal contrato no puede producir efecto alguno, sin embargo de la apariencia contractual creada puede derivarse efectos indirectos. As¡ el profesor De los Mozos (La inexistencia del negocio jurídico p g. 517) opina que si bien el negocio nulo no puede como tal producir efectos sin embargo los elementos dispersos que lo constituyen pueden tener una relevancia jurídica independiente (piénsese por ejemplo en los efectos derivados de una posesión de buena fe ostentada en virtud de un negocio nulo).
      En la mima línea dice Castán (Derecho Civil español Común y Foral. tomo III EDT 1974 Pág. 571) que:


"Si acaso produce algún efecto, éste no será  propiamente un efecto contractual, sino una mera consecuencia de los hechos o actos que hayan sido puesto en juego al pretender concluir el contrato nulo o inexistente.".
      Y Expin Canovas (La nulidad absoluta del negocio jurídico y los efectos de la prescripción extintiva y de la usucapión. ADC 1970 Pág. 538) señala:


"Estimo que, conforme a la tradición romanista que informa en este punto nuestro Derecho, es imprescriptible la acción de nulidad, bien entendido que este carácter no puede extenderse mas que a la declaración de que el contrato fue nulo absolutamente, pero sin que pueda alcanzar la imprescriptibilidad al conjunto de efectos derivados, no ya del contrato, sino de otros hechos jurídicos, como situaciones posesorias. Por tanto, hay que distinguir de una parte la acción declarativa de nulidad, y de otra, las acciones reivindicatorias de cosas o restitutorias de prestaciones efectuadas por consecuencia del contrato nulo a las cuales no alcanza la imprescriptibilidad.".

      Postura esta que ya recogió la sentencia de 27 de Febrero de 1964.

      Sin embargo téngase en cuenta que este surgir efecto respecto a situaciones posesorias, será un surtir efectos que afectara terceros ajenos al negocio o a quienes no hayan tenido culpa en su nulidad, pues en otro caso, como dice la sentencia del TS de 6 de Junio de 1969, para la prescripción;


"No basta un titulo nulo, porque un título de tal índole no transmite un derecho, (doctrina) que ha sancionado la jurisprudencia declarando que el título anulable era apto para la prescripción ordinaria (SS de 12-12-1946 y 14-4-1958) y que, en cambio, el título otorgado en contra de lo establecido en la ley se halla afectado de nulidad radical, sin que, por tanto, pueda alegarse como elemento útil en la prescripción ordinaria (S de 23-10-1958).".
      Ya fuera del articulado del código, De Castro señala también como efecto de la declaración de nulidad la circunstancia de que al producirse esta venga indirectamente a subsanarse una situación anterior y cita los supuestos de; a) la declaración de nulidad de un testamento que comporta la eficacia del otorgado anteriormente, b) el caso de la doble venta en ‚l que la declaración de nulidad de la segunda confirma la validez de la primera o la convalidación de un segundo matrimonio, contraído sin estar disuelto otro anterior, cuando este efectivamente se disuelva. E indica que la declaración de nulidad puede ocasionar hasta que se elimine el carácter delictivo de un acto (cita la bigamia y la estafa).

      Como último punto destacar que la nulidad puede ser parcial cuando mantener la eficacia de las cláusulas contractuales no viciadas de nulidad permita alcanzar la finalidad contractual perseguida. Nos remitidos a lo dicho en el epígrafe anterior.

. ¿es posible convalidar un contrato nulo.?.

      Pese a que algunos autores creen que solo es posible convalidar el negocio anulable puede defenderse la convalidación en los siguientes casos:


1) Los negocios dispositivos cuando el transmitente carece de poder de disposición adquiriendo mas tarde la propiedad. (Picazo y De Castro)


2) Cuando falta poder de legitimación en una parte la posterior aceptación del contrato por el titular de dicha esfera ratifica o convalida el anterior contrato nulo. (Picazo).


Aclarando la sentencia de 21 de Octubre de 1958 que la ratificación purga al contrato desde su origen de cualquier defecto representacional.


3) Puig Brutau sostiene que puede convalidarse un contrato nulo por faltar a una forma constitutiva, cuando esta posteriormente se cumple.


Si bien en sentido  contrario la sentencia del Ts de 25 de Octubre de 1958:


"Negocio jurídico inexistente es el que carece de algún elemento esencial, a saber, el consentimiento, la causa o el objeto, o también la forma en aquellos negocios en que ésta es exigida como requisito ad solemnitatem, siendo la inexistencia perpetua e insubsanable, por lo que no pueden ser objeto de confirmación ni de prescripción conforme al clásico principio romano quod ab inicio nullum EST non potes tracto temporiza convaleceré.".

4) De Castro apoyándose en jurisprudencia del TS (28 de Febrero de 1908 y 18 de Junio de 1928 y Resolución de la DGRN de 28 de Febrero de 1906) admite que el vicio de forma del testamento, no obstante lo dispuesto por el articulo 687, se considere salvable en cuanto a sus efectos respecto a los sucesores del causante, cuando el los mismos (los perjudicados por su validez) lo hayan acatado como valido voluntariamente.


5) Ricardo Ruiz Serramalera cita como subsanable el caso del contrato que carece de una autorización o aprobación necesaria, que concurriendo a posteriori lo perfeccionaría; y cita como ejemplo el caso de la copropiedad en que unos de los cotitulares consiente en establecer una servidumbre, sin que los demás se pronuncien, quedando su consentimiento "congelado" y sin que pueda posteriormente negarse a su constitución.


Sin embargo la supuesta excepción no tiene un alcance tan largo como podría pensarse pues respecto a la venta de menores sin previo consentimiento judicial ha declarado el Ts que no son subsanables aunque esta concurriera a posteriori (9 de Diciembre de 1953, 25 de Junio de 1959 y 28 de Mayo de 1965).


6) también cabe hablar de convalidación en los casos de conversión. Entendemos por tal siguiendo a Albaladejo la situación que se produce cuando un negocio nulo es mantenido como valido pero surtiendo los efectos de otro tipo contractual diferente.


Son requisitos de la conversión según De los Mozos;



a) Que el contrato nulo contenga todos los elementos de otro contrato diferente.



b) Que el segundo contrato, aun no siendo querido por las partes, quede dentro de la orbita de intereses prácticos por ellas perseguido.


Algunos autores distinguen entre una conversión legal y otra voluntaria, pero esta clasificación no es admitida por el profesor De los Mozos al entender que si son las partes las que introducen en el contrato una declaración por la que manifiestan su voluntad de que en el caso de nulidad, reciba el contrato una tratamiento distinto, aquí estamos tan solo en presencia de un régimen convencional alternativo. Y rechaza la legal aduciendo que esta procedería de una norma coactiva y la conversión en sentido estricto procede de una norma dispositiva.

      Como casos de de conversión podemos citar a titulo de ejemplo: el aval cambiario que por defectos extrínsecos de la letra se convierte en aval privado (Ts 18 de Abril de 1953) la enajenación de un usufructo intransmisible convertido en arrendamiento, la promesa de donación para después de la muerte en testamento ológrafo, la constitución de prenda en derecho de retención etc.

LA ANULABILIDAD EN LOS CONTRATOS.

------------------------------------------------------

. causas, Art. 1.300.

. acción y legitimación.

. plazo.

. efectos.

------------------------------------------------------

      La anulabilidad es una ineficacia estructural y provocada.

. causas, Art. 1.300.


"Los contratos en que concurran los requisitos que expresa el Art. 1261 pueden ser anulados, aunque no haya lesión para los contratantes, siempre que adolezcan de algún vicio que los invaliden con arreglo a la ley".

      Fundamentalmente el c Ci considera como causas de anulabilidad :


, la falta de plena capacidad de obrar.


, la existencia de un vicio de voluntad.

     Y enumera los casos en el artículo 1.301 al señalar el plazo de caducidad de la acción para solicitarla, diciendo De Castro (El negocio jurídico Pág. 500) que la enumeración de dicho precepto puede considerarse exhaustiva.

     Ahora bien son de destacar varias salvedades, así;

     1) En cuanto al error obstativo y a la violencia material De Buen (Derecho civil común. 3ª Edición VI Pág. 55 y siguientes) ya aprecio que mas que viciar el consentimiento lo que hacen es excluirlo por lo que su existencia determina no que el contrato sea anulable sino que sea inexistente y añade que la calificación del defecto como de inexistencia o de simple anulabilidad habrá de hacerse atendiendo al caso concreto para lo que añade algunas reglas que pueden servir al Juez de orientación.

     2) Es también dudoso que la falsedad de la causa sea motivo de anulabilidad y no de nulidad absoluta.

     El Art. 1.301, al otorgar un plazo de 4 años para ejercitar la acción de ella derivada parece incluirla entre las causas de anulabilidad, sin embargo tanto De Buen, como Pérez González y Alguer se inclinan por considerarla como causa de nulidad ipso iure y Puig Brutau añade además que la jurisprudencia cuando se trata de un contrato con causa falsa permite que la acción de nulidad sea ejercitada por los terceros sin sujeción al plazo de los 4 años propio de la anulabilidad. Idéntica postura adopta Castán diciendo que conforme al Art. 1.276 la falsedad de la causa equivale a su inexistencia y conforme al Art. 1.261 no hay contrato sin causa.

     Sin embargo De Castro da una interpretación mas armónica del precepto señalando que el articulo 1.301 al hablar de falsedad de la causa no se refiere a los supuestos de causa mentida (casos a los que se aplicaría el Art. 1.276, lo que nos conduciría a la nulidad) sino a los supuestos de causa viciada por el error.

     Desde luego no hay duda de que el contrato con causa ilícita no es anulable sino nulo.

     3) Idéntico problema veremos mas adelante, que se plantea con respecto a la falta de capacidad mental.

. acción y legitimación.

    La acción de anulabilidad es de carácter constitutivo, determina por ende la ineficacia de un negocio que hasta ese momento ha sido valido y eficaz aunque con eficacia claudicante.

     Legitimado lo esta tan solo el titular del interés protegido, es decir la persona que sufrió el vicio de su voluntad o el incapaz.

Regula la legitimación el Art. 1302:


" Pueden ejercitar la acción de nulidad de los contratos los obligados principal o subsidiariamente en virtud de ellos. Las personas capaces no podrán sin embargo ejercitar o alegar la incapacidad de aquellos con quienes contrataron, ni los que causaron la intimidación o violencia, o emplearon el dolo o produjeron el error, podrán fundar su acción en estos vicios del contrato.".

Entendemos sin embargo que la acción de anulabilidad para pedir la ineficacia de los negocios realizados por pródigos no puede ejercerla el mismo prodigo pues la declaración de prodigalidad no se ha realizado en su favor sino en favor de sus herederos.

     Algún sector doctrina ha intentado sostener que pueden también ejercitar la acción de anulabilidad no solamente los obligados principal o subsidiariamente sino también los perjudicados (Manresa y especialmente Lacruz, este ultimo en A.D.C. 1950 Pág. 1.109-1.110), postura esta no admitida por la mayoría de los autores en base al tenor literal del Art. 1.302 y en atención al hecho de que quien sufrió la causa de anulabilidad tiene total derecho a verse favorecido por el contrato si no le interesa anularlo.

     Sin embargo el TS la ha admitido en vieja jurisprudencia (12 de Octubre de 1916, 11 de Enero de 1928 y 26 de Noviembre de 1941) sentando que la legitimación activa la tienen también los terceros perjudicados por el contrato.

     Sin embargo, no pueden ejercitarla quienes en virtud de sus propios actos han reconocido la validez del contrato (Ts 14 de Marzo de 1911 entre otras muchas).

     En cuanto a la legitimación pasiva, si la acción de anulabilidad tiene por objeto declarar la ineficacia de otras enajenaciones hechas en base al negocio que se impugna, se constituirá un litisconsorcio pasivo necesario con los terceros adquirentes que podrían resultar afectados (TS 7 de Marzo de 1942 y 26 de Julio de 1946.).

. plazo.

El plazo para ejercer la acción es de 4 años y según el Art. 1301 este plazo empezara a correr:


1) En los casos de intimidación o violencia, desde el día en que estas hubieren cesado.


2) En los de error, o dolo, o falsedad de la causa, desde la consumación del contrato.


La Sentencia de 20 de Febrero de 1928 referida a un contrato de ejecución sucesiva declara que no empieza a correr el plazo hasta la realización de todas las obligaciones y consiguiente extinción total del crédito.


3) Cuando la acción se refiera a los contratos celebrados por los menores o incapacitados, desde que salieren de tutela.


Al indicar el p 5 de este Art. 1301 que caducara a los 4 años la acción para pedir la nulidad cuando el contrato haya sido celebrado por un "incapacitado" concluyen De Castro, Albaladejo, Diez Picazo Gullon y Pérez González y Alguer entre otros, que nos encontramos ante un caso de anulabilidad y no de nulidad pues si así fuese la acción seria imprescriptible.


En cambio Mucius Scaevola y García Valdecasas sostienen que se trata de un supuesto de nulidad, diciendo este último (Parte General del Derecho Civil, cap. 29) :



".... la locura (exceptuando los intervalos de lucidez) supone una incapacidad natural absoluta que excluye el consentimiento y determina la nulidad del contrato (cf. arts 1261,1¦ , 1300 y 1310).".ç
Y prosigue : 



"Además no deja de ser un contrasentido que el contrato celebrado en estado de demencia sea nulo (como reconocen algunos de los autores citados en la nota anterior) y que en cambio, el celebrado por el demente incapacitado solo sea anulable. Para ser consecuente habría que sostener la anulabilidad en ambos casos, como hace el código civil italiano. (Art. 428).".


4) Si la acción se dirigiere a invalidar actos o contratos realizados por uno de los cónyuges sin consentimiento del otro, cuando este consentimiento fuere necesario, desde el día de la disolución conyugal o del matrimonio salvo que antes hubiese tenido conocimiento suficiente de dicho acto o contrato.

     Puede la anulabilidad ser ejercitada tanto por vía de acción como por excepción. Sin embargo los autores no son unánimes respecto a si la prescripción de la acción determinara también su posible prescripción para ser alegada como excepción.

     Manresa,  Alas y De Buen entienden que la excepción prescribe a las cuatro años.

     Pero en sentido contrario se pronuncian Pérez González y Alguer , De Diego, Puig Brutau y De Castro, para quienes la perdida de la acción no lleva aparejada la de la excepción.

     El último de los autores citados trae a colación en apoyo de su tesis la redacción que tenia el articulo 1.184 del proyecto de código civil de 1851 según el cual; 

"no puede reclamarse por vía de acción sino dentro de cuatro años".

Y añade además el contenido de una sentencia; la de 24 de Marzo de 1956 : un donante había sufrido la amenaza de un daño inminente y aunque el donatario reclamo la entrega pasados cuatro años, el donatario opuso como excepción un vicio de voluntad, el TS desestimo la demanda y entendió que el vicio de voluntad:


"es excepcionable por su realidad y constancia...porque el mero transcurso del tiempo no confirma los contratos intrínsecamente nulos, ya que la confirmación ha de ser expresa o tácita...".

. efectos.

      Consisten en la devolución de la cosa, conforme al Art. 1303, que hubiese sido materia del contrato, con sus frutos y el precio con los intereses, con la salvedad sentada en el Art. 1304:


"Cuando la nulidad proceda de la incapacidad de uno de los contratantes, no esta obligado el incapaz a restituir sino en cuanto se enriqueció con la cosa o precio que recibiera.".

      Resultan igualmente aplicables los artículos 1.307 y siguientes vistos al estudiar la nulidad.

LA CONFIRMACIÓN DE LOS CONTRATOS.

. 1.309 y 1.310.

      La confirmación es la sanación unilateral de un contrato anulable y supone lógicamente la renuncia a la acción para hacer ineficaz el contrato.

El Art. 1.309 indica;


"La acción de nulidad quedara extinguida desde el momento en que el contrato haya quedado confirmado válidamente.".

Y el 1.310 señala sus requisitos:


"Solo son confirmables los contratos que reúnan los requisitos del articulo 1.261.".

      Como casos de confirmación debemos de citar;

      a) Los contratos celebrados por menores (pese a la postura, que en contra de la jurisprudencia, adopta la Resolución de la DGRN. de 27 de enero de 1960).

      b) el ejercitar en beneficio propio las acciones derivadas del negocio anulable.

      c) el recibir cantidades o plazos del precio (3 de Julio de 1923).

      d) El disponer de los bienes recibidos (25 de Mayo de 1940).

      e) cuando un poderdante que dio poder nulo o insuficiente se aprovecha de los efectos de lo ejecutado sin su valida o suficiente autorización, poniendo as¡ de manifiesto su consentimiento concordante con el tercero (15 de Junio de 1966).

      f) Cuando en la partición de una herencia, se asignan a un heredero bienes de que este había dispuesto previamente sin tener facultades para ello (TS 31 de Octubre de 1996 A. 7731).

. clases, Art. 1.311.

"La confirmación puede hacerse expresa o tácitamente.

Se entenderá  que hay confirmación tácita cuando, con conocimiento de la causa de nulidad y habiendo esta cesado, el que tuviese derecho a invocarla ejecutase un acto que implique necesariamente la voluntad de renunciarlo.".

Se ha discutido en la doctrina si hay confirmación tacita en el supuesto de falta del ejercicio de la acción de impugnación y transcurso del plazo de caducidad que como sabemos es de 4 años, o dicho en otra forma ¿hay confirmación tácita si pasan 4 años desde que se pudo impugnar?. 

Siguiendo a Diez Picazo distinguiremos:


1) Si el contrato se ha cumplido la caducidad lo purificara.


2) Si no llego a cumplirse la omisión del ejercicio de la acción unida al paso del tiempo o del plazo para su ejercicio no impide al interesado defenderse con la excepción de anulabilidad ya que aunque la acción sea temporal la excepción no esta sometida a plazo alguno. (postura que veíamos antes no es admitida por toda la doctrina).

      En opinión de Castán la confirmación expresa no requiere ninguna forma determinada, bastara (dice citando a Scaevola) "con que se formule directa y exteriormente el propósito de convalidar el contrato anulable, hágase en documento o sólo ante testigos, y contenga mayores o menores referencias al primer contrato, fuera de las puramente precisas para asegurarse de la realidad del propósito.

      Nosotros no somos de esta opinión y creemos exigible para la ratificación la misma forma que la ley prevea para el negocio ratificado.

      Cabe también una confirmación parcial siempre que el contrato conste de varias partes independientes entre si.

. confirmación por perdida. Art. 1.314.


"También se extinguir  la acción de nulidad de los contratos cuando la cosa, objeto de estos, se hubiera perdido por dolo o culpa del que pudiera ejercitar aquella.


Si la causa de la acción fuere la incapacidad de alguno de los contratantes, la perdida de la cosa no ser  obstáculo para que la acción prevalezca, a menos que hubiese ocurrido por dolo o culpa del reclamante después de haber adquirido la capacidad.".

. requisitos.


1) Que el vicio sea sanable. Aclara además De Castro que no podrán ser confirmados los negocios declarados nulos por haberse ya ejercitado la acción de anulación.


2) Que el confirmante tenga conocimiento de la causa de anulabilidad.


3) Que haya cesado dicha causa de anulabilidad.


4) Que sea solicitada  por aquel de los contratantes que puede ejercer la acción de anulabilidad.


Indicando el Art. 1.312 que;


"La confirmación no necesita el concurso de aquel de los contratantes a quien no correspondiese ejercitar la acción de nulidad.".


Sin embargo la acción no puede ser ejercitada por sus acreedores atendiendo a que puede interesar a aquel en quien concurre la causa de anulabilidad tanto mantener como dejar sin efecto el contrato sin que puedan los acreedores decidir en su lugar cual de las dos opciones debe seguirse.

      Albaladejo y Gullon entienden que estos requisitos son también aplicables a los supuestos de confirmación citada.

. efectos, Art. 1.313.


"La confirmación purifica el contrato de los vicios de que adoleciera desde el momento de su celebración.".

¿Afecta a los terceros que han adquirido un derecho sobre la cosa objeto del contrato confirmado?. Según Picazo la adquisición del tercero queda pendiente del ejercicio de la acción de anulación que opera como condictio iuris.

